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TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / SU IMPORTANCIA Y GARANTÍA RADICA EN UNA PRONTA RESPUESTA / CON INDEPENDENCIA DE SI ES FAVORABLE O NO AL PETICIONARIO / COBRO DE AUXILIOS DEL ICETEX / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA DEBATIR ASUNTOS DE ÍNDOLE ECONÓMICA / SALVO QUE EXISTA PERJUICIO IRREMEDIABLE.
En el caso que ocupa la atención de esta Sala, se considera atinada la decisión de abordar la problemática a partir del derecho fundamental de petición, porque como pasará a verse, el tenor literal de la norma que regula dicha garantía, nos enseña que cualquier persona tiene a su mano la posibilidad de impetrar peticiones ante las autoridades, pero de ninguna manera ordena o hace referencia al deber que tiene esa autoridad de acogerse o aceptar los requerimientos del solicitante…
En concordancia con lo anterior, debemos recordar que el artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable…
Aunado a lo anterior, no podemos perder de vista que el mecanismo de amparo constitucional no está diseñado para debatir asuntos de índole económica, a no ser que se acuda a este con el fin de evitar la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que amerite la intervención del Juez constitucional, lo que de entrada debe decirse, no se advierte en este caso, pues aunque el libelista hizo referencia a varias circunstancias que supuestamente lo ubican en una condición de debilidad manifiesta, dentro de su escrito no sustenta debidamente que con el actuar de la entidad demandada se le haya causado o se le vaya a causar un perjuicio irremediable que amerite la intervención de este Juez constitucional…
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, once (11) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)

Hora: 3:30 p.m. 
Aprobado por Acta No. 807 

ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor HAIDER STIWAR PINILLA RENTERÍA, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira el día 5 de agosto de 2019, mediante el cual negó la solicitud de amparo invocada por el recurrente en contra del ICETEX.

ANTECEDENTES:

Expresó el accionante que el 30 de noviembre de 2018, culminó materias como estudiante de la carrera de derecho en la Fundación Universitaria del Área Andina, además indicó que es beneficiario del Fondo Especial de Créditos Educativos para Comunidades Negras, en virtud del cual el ICETEX debe hacer dos giros adicionales a los favorecidos, una vez hayan terminado de cursar las materias, para efectos de la opción de grado o proyecto de grado, según sea la exigencia de la universidad. 

El 24 de mayo de 2019, el accionante se presentó en la oficina del ICETEX con el fin de solicitar los giros adicionales, pero la persona que lo atendió le informó que le faltaba un documento que acreditara su deber de pagar la opción de grado, exigencia que, según resalta el accionante, no está contemplada en el reglamento del fondo, esto es el Decreto 1627 de 1996.

En virtud de lo anterior, instauró petición en el ICETEX el 24 de mayo de 2019, la cual quedó radicada bajo el Nro. 2019164400 CAS-5228819-C8J1L7. 

El 6 de junio siguiente, el ICETEX le informó que dentro de los 15 días hábiles siguientes le darían una respuesta, sin embargo, a la fecha de instaurar la acción de tutela ello no había ocurrido.
PRETENSIONES:

De acuerdo a lo anterior, el accionante solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la educación, mínimo vital y petición, y que, como consecuencia, se ordene al ICETEX que en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación del fallo, le gire los 6 SLMLMV adeudados, correspondientes al año de sostenimiento adicional.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

· Admisión: 

El Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 31 de julio de 2019, y ordenó correr traslado a la accionada para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.

· Intervención de la entidad demandada: 

Dentro del término de traslado se pronunció el ICETEX, a través del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, Dr. José Ricardo Medina Giraldo, quien indicó que el día 2 de agosto del 2019, por medio del radicado 201903866140, remitió comunicación al accionante manifestándole que la causa por la cual esa entidad no había procedido con el giro por concepto de trabajo de grado, se debía a que la documentación allegada para la renovación no evidenciaba el período en el cual se había elaborado el mismo, además, la institución de educación superior no certificó que la monografía equivaliera al trabajo de grado para el programa de derecho. 
Resaltó que todos los beneficiarios del fondo deben dar cabal cumplimiento al reglamento operativo, y por lo tanto, deben radicar los documentos que acrediten el proceso de renovación del período 2019-1 para que la entidad pueda cumplir con su obligación de desembolsar el rubro por concepto de trabajo de grado.

Finalmente solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela, debido a que existen otros mecanismos de defensa preferentes, además, lo que pretende el accionante es obtener una prestación de índole económica, para lo cual no procede el amparo por vía de tutela. 
· Sentencia: 

Tras efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 5 de agosto de 2019, declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, con relación a la petición formulada por el señor HAIDER STIWAR PINILLA RENTERIA el 24 de mayo de 2018 ante el ICETEX, en el entendido en que la entidad accionada, el 2 de agosto de 2018, ofreció una respuesta a su solicitud, en la cual le informó qué requisitos debe acreditar para poder acceder al rubro por concepto de trabajo de grado. 
En ese orden, si bien el ICETEX no está accediendo a lo pedido por el libelista, sí le está ofreciendo una respuesta clara, y aunque inicialmente la accionada había incurrido en una vulneración de su derecho fundamental de petición, por dejar transcurrir más de los 15 días que tenía para dar respuesta, en el curso de la tutela cumplió con ese competido; finalmente manifestó que el Juez constitucional no está facultado para la suplantar a la administración pública en sus decisiones, por lo que la petición relacionada con el desembolso o pagos de dinero a cargo del ICETEX no serían atendidas. 

IMPUGNACIÓN:

Una vez notificado de la decisión de instancia, el señor HAIDER STIWAR PINILLA RENTERÍA presentó un memorial impugnando dicha decisión.

En primer lugar, señaló que de acuerdo con el ICETEX el plazo para llevar a cabo el proceso de renovación iba desde el 30 de mayo hasta el 6 de agosto de 2019, pero debe tenerse en cuenta que solo hasta el 2 de agosto dio respuesta a su solicitud, informándole que debía establecer el período o año para el cual estaba realizando el trabajo de opción de grado, lo que indica que debido a la tardanza por parte de la accionada para responder a su solicitud, se venció el plazo establecido para presentar el documento solicitado por la entidad para desembolsar el pago por concepto de trabajo de grado.

Expresó que conforme a la información aportada por el ICETEX, la renovación para el último semestre de la carrera de derecho se hizo para el período 2018-2, por lo que debe entenderse que si en el 2018-2 cursó el último semestre, para el 2019-1 y 2019-2 realizaría la opción de grado. 

Así mismo, manifestó que no hay lugar a la configuración de un hecho superado, puesto que el derecho de petición no fue la única garantía invocada con la acción de tutela, ya que su derecho a la educación también se está viendo vulnerado debido a la tardanza del ICETEX para otorgarle el giro adicional, en la medida en que el objeto del Fondo Especial de Créditos Educativos de Comunidades Negras- FECEN, es que los estudiantes negros, afrocolombianos, raizales y palenqueros, se les garantice el acceso, permanencia y graduación, por lo que el ICETEX no puede demorarle el pago del giro adicional, a sabiendas de que eso puede imposibilitar su graduación.
Añadió que no hay un criterio uniforme en la entidad entre lo que expresa a través de sus asesores, y la respuesta escrita que le dieron el 2 de agosto, pues al presentarse allí, el asesor le informó que debía radicar un documento que acreditara el costo de la opción de grado, mientras que en la respuesta suministrada el 2 de agosto le informaron que debía acreditar en qué año se hizo la opción de grado.  

Alegó también la vulneración al mínimo vital, debido a que es un joven de escasos recursos, lo que hace prioritario el pago del giro adicional, ya que como se ha dicho, la beca es para su sostenimiento y al negarle la renovación en el tiempo indicado lo desestabilizan económicamente. 

Finalmente concluyó que, si bien para que haya una respuesta de fondo esta no tiene que ser favorable a lo pedido, lo cierto es que la respuesta que dio el ICETEX fue tardía, configurándose el silencio administrativo positivo, impidiendo también su renovación toda vez que el plazo para renovar venció el 6 de agosto y la respuesta fue suministrada el 2 de agosto. 

Por lo anterior solicitó que se emita una decisión favorable a sus pretensiones y en consecuencia se ordene el giro adicional correspondiente a los periodos 2019-1 y 2019-2, lo cual equivale a 6 SMLMV.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, la entidad accionada ha vulnerado sus derechos fundamentales de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado Social y Democrático de Derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es, entonces, un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
. 
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce; sin embargo, a la tutela sólo se debe acudir de manera transitoria y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio inminente y grave.

En el caso que ocupa la atención de esta Sala, se considera atinada la decisión de abordar la problemática a partir del derecho fundamental de petición, porque como pasará a verse, el tenor literal de la norma que regula dicha garantía, nos enseña que cualquier persona tiene a su mano la posibilidad de impetrar peticiones ante las autoridades, pero de ninguna manera ordena o hace referencia al deber que tiene esa autoridad de acogerse o aceptar los requerimientos del solicitante, máxime cuando para dar solución al caso puntual se llegue a requerir un análisis probatorio, el agotamiento de una actuación administrativa compleja tendiente a determinar si es o no viable acceder a lo pedido a través de la solicitud y/o el cumplimiento de unos requisitos y un término para su acreditación por parte del interesado.  

En concordancia con lo anterior, debemos recordar que el artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)
” (negrillas y subrayas por fuera del texto original)

Aunado a lo anterior, no podemos perder de vista que el mecanismo de amparo constitucional no está diseñado para debatir asuntos de índole económica, a no ser que se acuda a este con el fin de evitar la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que amerite la intervención del Juez constitucional, lo que de entrada debe decirse, no se advierte en este caso, pues aunque el libelista hizo referencia a varias circunstancias que supuestamente lo ubican en una condición de debilidad manifiesta, dentro de su escrito no sustenta debidamente que con el actuar de la entidad demandada se le haya causado o se le vaya a causar un perjuicio irremediable que amerite la intervención de este Juez constitucional, por ser inminente e impostergable, lo cual se constituye en el elemento esencial para definir la procedencia de la acción de tutela. Por esta razón, no puede ser la jurisdicción constitucional la que entre a resolver una circunstancia que no ha quedado debidamente dilucidada, y que para su resolución requiere de un análisis probatorio, que en el perentorio término que caracteriza este tipo de acción, inviabiliza su estudio.
Así mismo, se hace palmario que lo que busca el accionante es saltarse las etapas administrativas para este tipo de asuntos; sin embargo, en sentir de este Juez de tutela ello resulta inviable, porque de ser así se estaría pretermitiendo la existencia de una autoridad administrativa que es competente para resolver el asunto, que está diseñada para estudiar si en determinado caso se cumplen o no los requisitos para acceder a un subsidio otorgado por el Gobierno, máxime cuando ese tipo de emolumentos se le reconocen a sus potenciales beneficiarios con recursos limitadísimos del Estado, por lo que nada descabellado ni mucho menos arbitrario resulta ser exigente a la hora de analizar quienes accederán a esos rubros, razón que por demás, exige un grado de diligencia por parte de los interesados, los que al ser cobijados con un crédito educativo sujeto a mayores beneficios para la población vulnerable, tienen cuando menos el deber de estudiar y conocer los reglamentos, etapas y términos para acceder a las ayudas prestadas por el Estado. 
Partiendo de lo anteriormente explicado, debe decir esta Corporación que comparte la tesis sostenida por el Juez de Primer grado, en el sentido de que el ICETEX, aunque tardíamente, resolvió de fondo la petición radicada por el accionante y  aunque esta no resultó favorable a lo pretendido, no constituye en sí ningún tipo de desconocimiento a los derechos invocados en la acción tutelar, pues se insiste que de acuerdo con los lineamientos jurisprudenciales trazados, respecto de la efectividad del derecho de petición, la respuesta a una solicitud no necesariamente implica aceptación de lo pedido, basta con explicar de forma clara las razones por las cuales ello no es posible, como ocurrió en el caso que nos concita.  

Se concluye entonces que el ICETEX en ningún momento le está negando la posibilidad al accionante de acceder al pago del subsidio de sostenimiento, además no se puede dejar de reconocer que es obligación de los beneficiarios de este fondo dar cumplimiento al reglamento operativo. Por lo tanto en este caso es el accionante quien tiene la responsabilidad de radicar los documentos que acrediten el proceso de renovación del periodo 2019-1. 

No está por demás decir que el accionante no cumplió con la carga probatoria que le asistía de demostrar en qué medida se podrían estar viendo involucradas o afectadas otras garantías de estirpe constitucional que hicieran necesaria la intervención de este Juez Colegiado, pues además de su solitud, no obra en el expediente nada que demuestre las especiales condiciones de vulnerabilidad a las que ha hecho referencia. 
Es de anotar que no puede el aquí accionante refugiarse en el hecho de ser un sujeto de especial protección constitucional, para aducir que deba tener un trámite preferencial frente a personas con sus mismas condiciones, o que pueda evadir los requisitos previstos por el ICETEX para el otorgamiento de subsidios estudiantiles de sostenimiento, y mucho menos acudir a la acción de tutela para saltarse los procedimientos ordinarios previstos por esa entidad, especialmente cuando no demostró ni de forma somera el perjuicio irremediable que se le está causando.

Quiere decir lo anterior que a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, y aunque la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente. En concordancia con ello, emerge con meridiana claridad que el análisis efectuado por parte del Juez de primer nivel fue acertado al centrar su estudio en los presupuestos de efectividad del derecho de petición, según los cuales, se puede entender que por parte del ICETEX se le brindó respuesta a la solicitud incoada por el accionante.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira el 5 de agosto de 2019; de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional. Sentencia T-514 de 2003.


� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.


� Sentencia T-219 de 2001.





Página 9 de 9

